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NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. [E]n el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 7 de septiembre del año que transcurre, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto de la EPS Asmet Salud, para que exponga sus argumentos respecto de los hechos planteados por el señor Londoño de López a través de su abogado, concretamente en lo que tiene que ver con la emisión del concepto de rehabilitación del actor.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el abogado Óscar Darío Ríos Ospina, quien actúa en calidad de apoderado judicial del señor LUIS FERNANDO LONDOÑO  LÓPEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual negó la solicitud de amparo en lo concerniente al trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral que se reclamó, pero tuteló el derecho fundamental de petición del señor Londoño López, impartiendo órdenes a la entidad calificadora de Colpensiones “Asalud Ltda.”.  
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que su representado padece serios problemas de salud que lo han llevado a solicitar los trámites ante Colpensiones para la respectiva calificación de su estado de invalidez, de esta manera, dicho trámite fue autorizado el 25 de abril de 2017, otorgándole cita para el 30 de mayo de 2017, sin embargo, llegado ese día, el médico de Asalud Ltda se negó a practicarle la evaluación. 

Por otra parte contó que Colpensiones le reconoció al señor Londoño de López una indemnización sustitutiva por pensión de vejez mediante resolución del mes de septiembre de 2013, sin embargo, puntualizó que no existe incompatibilidad entre dicho reconocimiento y el de invalidez que se pretende solicitar.  
De acuerdo a ello, presentó un derecho de petición ante Asalud Ltda, a quien le solicitó que procediera a efectuar la calificación de invalidez de su representado con base en su historia clínica, pero hasta el momento de interposición de la querella de amparo constitucional, no había sido posible que se realizara la calificación pretendida.   

PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales de petición y seguridad social de su prohijado, y en consecuencia, se ordene a Colpensiones que a través de la entidad Asalud Ltda., proceda a efectuar la calificación del estado de invalidez del señor Luis Fernando Londoño de López.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el día 24 de agosto de 2017, en contra de Colpensiones, entidad a la cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera su derecho de defensa.
Más adelante vinculó de manera oficiosa a la entidad Asalud Ltda, toda vez que consideró que podía tener alguna relación con los hechos reclamados por el accionante. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 7 de septiembre de 2017 negar la solicitud de amparo en lo relacionado con el trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral, por cuanto Colpensiones informó que ha exigido como requisito la presentación del concepto de rehabilitación expedido por la EPS a efectos de continuar con el trámite de calificación de la PCL, sin embargo, indicó la Juez falladora que al solicitarle información vía telefónica al accionante acerca de dicho concepto médico, éste manifestó que no contaba con él, por lo que a criterio de la Juez, lo pertinente sería en ese sentido que acudiera ante la EPS para adelantar los trámites tendientes a la expedición del mismo. 
A pesar de lo anterior, sí decidió tutelar el derecho fundamental de petición del señor Luis Fernando, toda vez que encontró que por parte de la entidad Asalud Ltda no se le brindó ninguna respuesta respecto del derecho de petición presentado por él allí. 

IMPUGNACIÓN:
El día 13 de septiembre de 2017 el abogado Óscar Darío Ríos Ospina allegó escrito impugnando la decisión de primera instancia, memorial en el cual reiteró los argumentos esgrimidos en su escrito inicial, y además manifestó que en el oficio que le remitió Colpensiones a su representado, donde le señaló cuales documentos debía llevar en el momento de la calificación, no se hizo alusión a la entrega del concepto de rehabilitación, por lo que éste no puede ser tomado como un requisito adicional exigible. 
Por otra parte, expuso que en un caso análogo fallado por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Pereira, se concedió la protección reclamada en el sentido de ordenar la calificación de la pérdida de capacidad laboral de otra accionante. 

De acuerdo a dichos argumentos, insistió en su petición inicial.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que el señor Luis Fernando Londoño López actualmente se encuentra realizando los trámites para la obtención de su pensión de invalidez, para ello requiere dar solución a lo que tiene que ver con el dictamen de pérdida de capacidad laboral que se constituye en uno de los requisitos principales para evaluar si es merecedor de tal derecho pensional; Sin embargo, indicó el accionante que no ha sido posible lograr que esa calificación se lleve a cabo. 

Colpensiones, por su parte, refiere como argumento que la negativa para adelantar el trámite de calificación ha consistido en que la empresa promotora de salud a la cual se encuentra afiliado el señor Luis Fernando, cual es Asmet Salud EPS, no ha expedido con destino a esa administradora el respectivo concepto de rehabilitación desfavorable que le permita dar continuidad al trámite administrativo tendiente a la calificación de PCL, por lo tanto, es evidente que la participación de la referida EPS en el presente asunto era fundamental a efectos de establecer si cumplió o no con el deber legal que le impone el Decreto 019 de 2012 en su artículo 42, para de este modo poder analizar detenidamente el caso propuesto y determinar la viabilidad de ordenar la calificación reclamada por el recurrente. 
La Corte Constitucional ha advertido acerca de la necesidad de invalidar las actuaciones en aquellos eventos en que se logra establecer que no se integró en debida forma el contradictorio: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 7 de septiembre del año que transcurre, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto de la EPS Asmet Salud, para que exponga sus argumentos respecto de los hechos planteados por el señor Londoño de López a través de su abogado, concretamente en lo que tiene que ver con la emisión del concepto de rehabilitación del actor.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira el 7 de septiembre del año avante, con ocasión de la acción de tutela promovida por el apoderado judicial del señor LUIS FERNANDO LONDOÑO LÓPEZ, ya que se hace necesario vincular al presente asunto a la EPS Asmet Salud, de acuerdo a los argumentos expuestos en precedencia. Ello sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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